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D.O. 51.903, diciembre 30 de 2021

por medio de la cual se otorga seguridad jurídica y financiera
al seguro agropecuario y se dictan otras disposiciones a favor
del Agro.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 1° de la Ley 69 de 1993 y
adiciónese un tercer Parágrafo, el cual quedará así:

Artículo  1°.  Del  establecimiento  del  Seguro  Agropecuario.
Establézcase  el  Seguro  Agropecuario  en  Colombia,  como
instrumento  para  incentivar  y  proteger  la  producción
agropecuaria, forestal, pesquera y de la acuicultura, buscar
el mejoramiento económico del sector agropecuario y/o rural,
sector forestal, sector pesquero y de la acuicultura, promover
el ordenamiento económico del sector agropecuario y/o rural
sector forestal, sector pesquero y de la acuicultura, y como
estrategia para coadyuvar al desarrollo global del país.

El objeto del seguro es la protección de la totalidad o parte
de las inversiones agropecuarias, forestal, pesquera y de las
acuícolas, financiadas con recursos de crédito provenientes
del Sistema Nacional de Crédito Agropecuario o con recursos
propios del productor. El seguro agropecuario podrá abarcar el
reconocimiento del daño emergente y el lucro cesante o el
ingreso esperado del productor, siempre y cuando este sea
objeto de un acuerdo expreso dentro del respectivo contrato de
seguro,  previendo  las  necesidades  de  producción,
transformación y comercialización nacional e internacional y
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el desarrollo integral del sector económico primario.

El  seguro  agropecuario  deberá  contemplar  un  enfoque
territorial diferencial que tenga en cuenta características
propias del territorio tales como la incidencia y prevalencia
de sucesos naturales.

Parágrafo Primero. El Seguro Agropecuario podrá ofrecerse bajo
la modalidad de seguro paramétrico o por índice, de manera que
el  pago  de  la  indemnización  se  hará  exigible  ante  la
realización de un índice, definido en el contrato de seguro,
el cual deberá estar correlacionado con el daño o la pérdida,
teniendo en cuenta para el pago, la suma fija predeterminada
en la póliza.

Esta  modalidad  de  seguro  podrá  ser  tomada  por  cualquier
persona natural o jurídica de Derecho Privado o de Derecho
Público. En este último caso, la entidad de derecho público
podrá  actuar  como  tomador,  asegurado  y/o  beneficiario  del
Seguro Agropecuario paramétrico, asumir el pago de la prima
del seguro y disponer de los recursos recibidos por concepto
de  indemnización  para  resarcir  a  las  personas  o
infraestructura afectada por el riesgo amparado en el seguro,
en cuyo caso tal erogación se entenderá como gasto público
social.

Parágrafo  Segundo.  La  Comisión  Nacional  de  Crédito
Agropecuario  definirá  las  condiciones  y  los  topes  máximos
sobre  el  incentivo  de  las  pólizas  para  acceder  al  Seguro
Agropecuario, considerando la modalidad de seguro paramétrico
o por índice, la protección de la infraestructura y bienes
dedicados  a  la  actividad  agropecuaria  y/o  rural,  la
multiactividad, así como la protección del pequeño productor y
su actividad en caso de accidentes en desarrollo de la misma.
Además, promoverá y establecerá condiciones para el acceso a
incentivos  a  los  seguros  inclusivos  rurales,  expedidos  a
través del ramo agropecuario y otros, con el fin de garantizar
que el diseño del incentivo apoye la política de Gestión de



Riesgo Agropecuario trazada por el Ministerio de Agricultura y
Desarrollo Rural.

Parágrafo Tercero. Para efectos de focalización del seguro
agropecuario y/o subsidios de los que trata la presente Ley,
se deberá tener en cuenta la Cédula Rural establecida en el
artículo  252  de  la  Ley  1955  del  2019,  una  vez  sea
implementada.

Artículo 2°. Modifíquese el Artículo 3° de la Ley 69 de 1993,
modificado por el Artículo 75 de la Ley 1450 de 2011, el cual
quedará así:

Artículo  3°.  Cobertura  del  Seguro  Agropecuario.  El  Seguro
Agropecuario  ampara  los  perjuicios  causados  por  riesgos
naturales meteorológicos, geológicos, biológicos, antrópicos,
de  mercado  y  comercialización,  transporte,  entre  otros,
resultantes de factores extraordinarios e incontrolables al
productor,  ajenos  al  control  del  tomador,  asegurado  y
beneficiario de fuerza mayor o caso fortuito y que afecten la
producción agropecuaria y la estabilidad de los ingresos de
los productores. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo
Rural reglamentará la aplicación de esta norma.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 6° de la Ley 69 de 1993,
modificado por el artículo 20 de la Ley 812 de 2003, el cual
quedará así:

Artículo  6°.  Del  Fondo  Nacional  de  Riesgos  Agropecuarios
(FNRA). Créase El Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios, el
cual  tendrá  el  tratamiento  de  Fondo-Cuenta  sin  personería
jurídica ni planta de personal, que será administrado por el
Fondo  para  el  Financiamiento  del  Sector  Agropecuario
(Finagro),  o  quien  haga  sus  veces.  El  Fondo  Nacional  de
Riesgos Agropecuarios tendrá por objeto:

Subsidiar  las  primas  de  seguros  que  amparen  a  los1.
productores, siempre y cuando la Comisión Nacional de
Crédito  Agropecuario  apruebe  su  conveniencia,  el



mecanismo  de  otorgamiento  por  tipo  de  producto  y
previendo  la  sostenibilidad  del  esquema,  según  la
capacidad del Fondo;
Financiar los costos necesarios para el fortalecimiento2.
técnico del Seguro Agropecuario y de pilotos de nuevos
diseños de aseguramiento;
Otorgar  subsidios,  apoyos  o  incentivos  para  la3.
implementación de instrumentos de gestión de riesgos en
el  sector  agropecuario,  forestal,  pesquero  y  de  la
acuicultura,  tales  como  derivados  financieros
climáticos, coberturas de precios o de riesgo cambiario;
y
Obtener información que no sea de carácter público. Para4.
efectos  de  la  información  que  reposa  en  entidades
públicas, esta no tendrá costo alguno para Finagro y las
otras entidades que defina el Gobierno nacional, el cual
además definirá las condiciones de acceso a ella.

La Comisión Nacional de Crédito Agropecuario reglamentará las
financiaciones,  subsidios,  apoyos  o  incentivos  al  seguro,
definirá las condiciones de asegurabilidad de los proyectos
agropecuarios,  forestales,  pesqueros  y  de  la  acuicultura,
objeto del Seguro Agropecuario y priorizará a los pequeños
productores  agropecuarios  y/o  rurales  en  el  acceso  a  los
subsidios.

La  Comisión  Nacional  de  Crédito  Agropecuario  (CNCA)
determinará, de conformidad con la política trazada por el
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, los términos y
las  condiciones  financieras  para  establecer  criterios  de
equidad de género en el acceso y uso del instrumento de seguro
agropecuario, y de manera prioritaria a las mujeres rurales, a
los  productores  agropecuarios  que  estén  calificados  como
pequeños productores de acuerdo con lo determinado por la
CNCA.

Así  mismo,  la  Comisión  Nacional  de  Crédito  Agropecuario
determinará los lineamientos, los términos y las condiciones



financieras  para  establecer  el  enfoque  diferencial  a  los
productores.

En todo caso, se tendrán en cuenta los recursos aprobados en
el Marco de Gasto de Mediano Plazo del sector agropecuario.

Parágrafo.  Excepcionalmente  el  Fondo  Nacional  de  Riesgos
Agropecuarios  podrá  destinar  recursos  complementarios  para
ofrecer  la  cobertura  del  reaseguro  agropecuario  cuando  no
exista oferta sobre el producto a asegurar y de ser el caso,
la  Comisión  Nacional  de  Crédito  Agropecuario  estudiará  la
conveniencia de establecer este mecanismo, de acuerdo con la
capacidad del Fondo y previendo la sostenibilidad del esquema.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 8° de la Ley 69 de 1993,
sobre  los  recursos  del  Fondo  Nacional  de  Riesgos
Agropecuarios,  el  cual  quedará  así:

Artículo  8°.  Recursos  del  Fondo  Nacional  de  Riesgos
Agropecuarios.  Serán  recursos  del  FNRA  los  siguientes:

Las partidas que le sean asignadas en el Presupuesto1.
General de la Nación, en los términos del artículo 86 de
la  Ley  101  de  1993.  El  Ministerio  de  Agricultura  y
Desarrollo  Rural  priorizará  los  recursos  para  el
financiamiento  del  Fondo  Nacional  de  Riesgos
Agropecuarios con cargo a las cifras del Marco de Gasto
de  Mediano  Plazo  correspondientes  al  sector
agropecuario, consistente con el Marco Fiscal de Mediano
Plazo.
Un porcentaje de los recursos provenientes de las primas2.
pagadas en seguros agropecuarios a que se refiere esta
Ley,  determinado  periódicamente  por  el  Gobierno
nacional, y sin exceder el 20% del valor neto de las
mismas.
Los Recursos que tome a título de créditos internos o3.
mediante  cualquier  mecanismo  financiero,  que  se
desarrolle  para  obtener  con  cumplimiento  de  los



requisitos establecidos en las normas que regulen el
crédito público.
Las donaciones, aportes y contrapartidas que le otorguen4.
organismos nacionales o internacionales, multilaterales,
privados o públicos.
Recursos  aportados  por  las  entidades  públicas  o5.
particulares a través de convenios o transferencias.
Las  utilidades  del  Fondo  Nacional  de  Riesgos6.
Agropecuarios.

Parágrafo.  Los  recursos  del  Fondo  Nacional  de  Riesgos
Agropecuarios  que  le  sean  transferidos  por  parte  del
Presupuesto General de la Nación, serán hechos a título de
capitalización.

Artículo 5°. Estaciones Meteorológicas y Servicios Climáticos.
El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible se encargará
de  proveer  herramientas  provistas  por  el  Sistema  de
Información Geográfico, como imágenes obtenidas a través de
sensores remotos, drones, entre otros, en aras de proveer
insumos para el procesamiento de la información y con ello
alimentar el Sistema de Información para la Gestión de Riesgos
Agropecuarios  y  demás  necesidades  relacionadas,  y  que  el
Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales
de Colombia (IDEAM), lleve a cabo la instalación, operación,
mantenimiento  y  automatización  de  la  red  de  estaciones
meteorológicas de cubrimiento nacional, ubicadas en áreas con
vocación agropecuaria.

Parágrafo. Para efectos del cumplimiento de lo estipulado en
el presente artículo, se dará un término de dos (2) años para
que  el  Ministerio  de  Ambiente  y  Desarrollo  Sostenible  se
encargue  de  proveer  los  insumos  necesarios  para  el
procesamiento de la información y los necesarios para que el
IDEAM realice dichas actividades en las áreas con vocación
agropecuaria.

Artículo 6°. Sistema de Información para la Gestión de Riesgos



Agropecuarios.  Créase  el  Sistema  de  Información  para  la
Gestión de Riesgos Agropecuarios (SIGRA), con el propósito de
fomentar el conocimiento, la generación, el análisis y el uso
de la información sobre los distintos riesgos que afectan la
actividad  agropecuaria,  forestal,  pesquera  y  de  la
acuicultura,  como  una  herramienta  para  apoyar  la  toma  de
decisiones  y  orientar  la  formulación,  seguimiento  e
implementación de la política en esta materia, y ofrecer el
apoyo de información que demanden los distintos actores del
sector agropecuario forestal, pesquera y de la acuicultura, en
los  diferentes  eslabones  de  las  cadenas  productivas
agropecuarias  y  rurales,  así  como  de  otros  actores
relacionados con la gestión de riesgos agropecuarios, tales
como centros de investigación, aseguradoras, entre otros.

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, en el marco
de las políticas, y tecnologías que definen la infraestructura
colombiana  de  datos  espaciales,  las  tecnologías  de  la
información  y  las  comunicaciones,  los  estándares  y  buenas
prácticas de producción y difusión de estadísticas, deberá
poner en marcha el SIGRA, el cual debe mantenerse actualizado
y  funcional  mediante  la  integración  de  información  y
contenidos de todas sus entidades adscritas y vinculadas, de
las que trata el artículo 1 del Decreto 1985 de 2013 o el que
haga sus veces.

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural reglamentará
la aplicación de esta norma a fin de consolidar la información
histórica adecuada sobre clima, experiencia de producción y
pérdidas, y demás relacionada con riesgos agropecuarios. La
información  contenida  en  el  SIGRA  deberá  ser  de  carácter
público y cumplir las disposiciones establecidas en la Ley
1712 de 2014 sobre transparencia y acceso a la información
pública nacional.

Parágrafo  Primero.  La  información  relacionada  con  riesgos
agropecuarios que las entidades públicas, como el Instituto
Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), el Instituto de Hidrología,



Meteorología  y  Estudios  Ambientales  (IDEAM),  la  Unidad
Nacional  para  la  Gestión  del  Riesgo  de  Desastres,  el
Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) y
las  entidades  adscritas  y  vinculadas  al  Ministerio  de
Agricultura  y  Desarrollo  Rural,  que  desarrollan,  procesan,
almacenan y comunican, deberán estar disponibles y organizadas
para su uso por parte del SIGRA en las condiciones propicias
para tal fin.

Parágrafo Segundo. Para la estructuración, puesta en marcha e
implementación del SIGRA, las entidades adscritas y vinculadas
al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, así como las
entidades  públicas  del  orden  nacional  y  entidades
territoriales,  celebrarán  los  respectivos  acuerdos  de
interoperabilidad  de  la  información  y/o  convenios  de
cooperación técnica a los que haya lugar, para construir un
sistema de información robusto que incluya además modelaciones
de producción de los bienes de origen vegetal y animal más
representativos de cada región con el fin de establecer la
línea base de las variables fundamentales a ser consideradas
en los seguros agropecuarios paramétricos.

Parágrafo Tercero. La aplicación de la presente Ley atenderá
las apropiaciones del Presupuesto respetando el marco fiscal y
de gasto de mediano plazo del sector agropecuario.

Artículo  7°.  Socialización.  El  Fondo  Nacional  de  Riesgos
Agropecuarios con apoyo de las demás entidades gubernamentales
relacionadas con la implementación del Seguro Agropecuario en
Colombia, se encargarán de adelantar jornadas de socialización
en los municipios con vocación agropecuaria forestal, pesquera
y de la acuicultura. De ser necesario, se podrán destinar
recursos del Fondo Nacional de Riesgos Agropecuarios para la
respectiva socialización.

Artículo 8°. Adiciónese un Parágrafo al artículo 1° de la Ley
302 de 1996, modificado por el artículo 7° de la Ley 2071 de
2020:



Parágrafo. Los recursos del Fondo de Solidaridad Agropecuarios
podrán ser los siguientes:

Las partidas que le sean asignadas en el Presupuesto1.
General de la Nación, en los términos del artículo 86 de
la  Ley  101  de  1993.  El  Ministerio  de  Agricultura  y
Desarrollo  Rural  priorizará  los  recursos  para  el
financiamiento  del  Fondo  Nacional  de  Riesgos
Agropecuarios con cargo a las cifras del Marco de Gasto
de  Mediano  Plazo  correspondientes  al  sector
agropecuario, consistente con el Marco Fiscal de Mediano
Plazo.
Recursos aportados por las entidades públicas a través2.
de convenios o transferencias.
Un porcentaje de las utilidades del Gobierno nacional en3.
las  sociedades  de  economía  mixta  y  las  empresas
industriales y comerciales del Estado, de acuerdo con la
reglamentación que expida el Gobierno nacional.

Artículo 9°. Vigencia. La presente Ley deroga el artículo 5°
de la Ley 1731 de 2014 y demás normas que le sean contrarias y
rige a partir de la fecha de su promulgación.

El Presidente del Honorable Senado de la República,

Juan Diego Gómez Jiménez.

El Secretario General del Honorable Senado de la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

La Presidenta de la Honorable Cámara de Representantes,

Jénnifer Kristín Arias Falla.

El  Secretario  General  de  la  Honorable  Cámara  de
Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.



REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2021.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

El Viceministro General del Ministerio de Hacienda y Crédito
Público, encargado de las funciones del despacho del Ministro
de Hacienda y Crédito Público,

Fernando Jiménez Rodríguez.

El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Rodolfo Zea Navarro.

El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible,

Carlos Eduardo Correa Escaf.

El  Director  del  Departamento  Administrativo  Nacional  de
Estadística (DANE),

Juan Daniel Oviedo Arango.
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por medio de la cual se expiden normas para que el sector
minero  colombiano  acceda  a  los  servicios  del  Sistema
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Financiero  y  Asegurador  Nacional,  y  se  dictan  otras
disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo  1°.  Objeto.  La  presente  Ley  tiene  por  objeto
establecer  condiciones  para  garantizar  el  acceso  de  los
actores de la cadena minera descritos en el artículo 2 de esta
norma  a  productos  y  servicios  financieros  ofrecidos  por
entidades  vigiladas  por  la  Superintendencia  Financiera  de
Colombia y/o por la Superintendencia de Economía Solidaria.

Artículo  2°.  Ámbito  de  aplicación.  Las  disposiciones
contenidas  en  la  presente  Ley  se  aplicarán  a  titulares
mineros; explotadores mineros autorizados; comercializadores
de minerales; plantas de beneficio; prestadores de servicios
especiales, a saber: aquellos que realizan las labores de
exploración, construcción y montaje, explotación y cierre y
abandono;  así  como  mineros  en  proceso  de  formalización  y
legalización, cuentapartícipes y demás actores que intervienen
en la cadena de suministros; quienes de conformidad con la
Ley,  accederán  a  los  productos  y  servicios  financieros
ofrecidos  por  todas  las  entidades  vigiladas  por  la
Superintendencia  Financiera  de  Colombia  y/o  por  la
Superintendencia  de  Economía  Solidaria.

Parágrafo  1°.  Se  entienden  por  explotadores  mineros
autorizados a las siguientes personas: Titulares mineros en
etapa  de  explotación;  solicitantes  de  programas  de
legalización  o  de  formalización  minera  siempre  y  cuando
cuenten  con  autorización  legal  para  su  resolución;
beneficiarios  de  áreas  de  reserva  especial  mientras  se
resuelvan dichas solicitudes; subcontratistas de formalización
minera; y mineros de subsistencia.

Parágrafo 2°. Los beneficiarios de que trata esta ley deberán
cumplir con los requisitos normativos que se exigen para cada



una  de  las  categorías  de  actores  señaladas  en  el  inciso
anterior.

Parágrafo  3°.  La  autoridad  minera  realizará  mesas  de
socialización  de  lo  contenido  en  la  presente  Ley  a  los
beneficiarios,  dentro  del  año  siguiente  a  la  entrada  en
vigencia de esta norma.

Nota,  artículo  2º:  Ver  Ley  2250  de  2022,  artículo  8°,
parágrafo  6°.

Artículo 3°. Principios generales. El acceso a los productos y
servicios ofrecidos por las entidades financieras a que se
refiere esta ley se orienta por los siguientes principios:

Universalidad: En razón a la naturaleza de los servicios1.
y productos financieros, los sujetos contemplados en el
artículo 2° de la presente Ley podrán acceder a los
mismos por tratarse de servicios públicos.
Igualdad: los sujetos contemplados en el artículo 2° de2.
la  presente  Ley  que  cumplan  con  los  requisitos
establecidos en esta y con la reglamentación que para el
efecto sea expedida tendrán tratamiento equitativo, con
respecto  de  los  demás  consumidores  de  productos  y
servicios financieros, cuando concurran a demandar los
productos  y  servicios  ofrecidos  por  las  respectivas
entidades financieras.
Eficiencia: el Gobierno nacional a través del Ministerio3.
de Minas y Energía ·y la autoridad minera, actuarán de
manera  eficiente  para  facilitar  y  fortalecer  la
inclusión financiera, de manera tal que redunde en la
participación idónea y transparente del sector minero
dentro  de  la  economía.  Así  mismo,  las  entidades
vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia
y/o la Superintendencia de Economía Solidaria, actuarán
de manera eficiente garantizando la oferta y el acceso a
los  diferentes  productos  y  servicios  financieros
existentes al sector minero, sin estigmatizaciones y con



total transparencia.
Reciprocidad:  las  relaciones  entre  los  sujetos4.
contemplados  en  el  artículo  2°  de  esta  ley  y  las
entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera
de  Colombia  y/o  por  la  Superintendencia  de  Economía
Solidaria, se desarrollarán con base en conductas de
transparencia, colaboración y coordinación mutua, de tal
forma  que  como  resultado  del  cumplimiento  de  lo
dispuesto en la presente Ley accedan a los productos y
servicios  que  prestan  el  sistema  financiero  y
asegurador.
Inclusión  Financiera:  Los  sujetos  contemplados  en  el5.
artículo 2° de esta ley, accederán a los productos y
servicios financieros de manera oportuna, sostenible, y
con  las  mismas  oportunidades,  sin  que  se  puedan
establecer  barreras  de  entrada  que  no  obedezcan  a
causales  objetivas  informadas,  referidas  a  la
transparencia  en  la  información,  el  cumplimiento
regulatorio,  la  prevención  del  lavado  de  activos  y
financiación del terrorismo y proliferación de armas de
destrucción, y prácticas de ética empresarial.
Colaboración y Coordinación: las entidades vigiladas por6.
la Superintendencia Financiera de Colombia y/o por la
Superintendencia  de  Economía  Solidaria,  deberán
garantizar la armonía en el ejercicio de sus respectivas
funciones, con el fin de lograr los fines y cometidos
perseguidos por la presente Ley, facilitando el acceso
de los sujetos contemplados en el artículo 2° de esta
ley, a los productos y servicios financieros.

Las autoridades del sector minero coordinarán sus funciones
para lograr los objetivos de esta ley y dar el apoyo requerido
a los destinatarios de la presente norma.

Confianza legítima: Se presume la buena fe en todas las7.
actuaciones  que  se  adelantan  ante  las  entidades  del
Estado.



CAPÍTULO II

Del  relacionamiento  del  Sector  Minero  con  el  Sistema
Financiero  y  Asegurador

Artículo 4°. De la responsabilidad formativa de las entidades
financieras con el sector minero. Las entidades vigiladas por
la  Superintendencia  Financiera  de  Colombia  y/o  la
Superintendencia de Economía Solidaria incluirán programas de
educación financiera, para los sujetos descritos en esta norma
y realizarán capacitaciones sobre el proceso de acceso a los
productos  y  servicios  financieros  ofrecidos  por  estas
entidades,  en  especial  lo  relacionado  con  el  cumplimiento
regulatorio,  gestión  de  riesgos,  prevención  del  lavado  de
activos, financiación del terrorismo, proliferación de armas
de destrucción masiva y prácticas de ética empresarial y demás
temáticas y actividades encaminadas al cumplimiento del objeto
de la presente Ley.

Adicionalmente,  el  Ministerio  de  Minas  y  Energía  y  la
Autoridad Minera incluirán dentro de sus planes, programas o
proyectos,  procesos  de  acompañamiento  y  capacitación
financiera a los beneficiarios de la presente Ley, con la
finalidad de facilitar el acceso a los productos y servicios
brindados por las entidades vigiladas por la Superintendencia
Financiera de Colombia y/o por la Superintendencia de Economía
Solidaria.

La  Superintendencia  Financiera  de  Colombia  y  la
Superintendencia de Economía Solidaria, en el marco de sus
competencias,  realizarán  procesos  de  acompañamiento  a  los
beneficiarios de esta norma.

Artículo 5°. De la política de cumplimiento del sector minero
frente  al  sistema  financiero  y  asegurador.  Los  sujetos
contemplados en el artículo 2° de esta ley, deberán adoptar e
implementar conforme a la reglamentación existente, medidas de
gestión de riesgos y/o medidas mínimas que tengan por objetivo



establecer  estándares  de  transparencia  en  la  información,
cumplimiento regulatorio, prevención de lavado de activos y
financiación  del  terrorismo  y  proliferación  de  armas  de
destrucción masiva y prácticas de ética empresarial.

Artículo  6°.  De  la  vinculación  del  sistema  financiero  y
asegurador frente al sector minero. Las entidades vigiladas
por la Superintendencia Financiera de Colombia y/o por la
Superintendencia de Economía Solidaria prestarán los productos
y  servicios  ofrecidos  en  sus  entidades  a  los  sujetos
contemplados  en  el  artículo  2°  de  esta  ley,  siempre  que
cumplan con el análisis de riesgo establecido por cada entidad
y la normatividad aplicable para su desarrollo.

Parágrafo.  Las  entidades  vigiladas  por  la  Superintendencia
Financiera y/o por la Superintendencia de Economía Solidaria
solo podrán denegar la prestación de los productos y servicios
a los sujetos establecidos en el artículo 2° de la presente
Ley, por razones objetivas, las cuales deberán ser debidamente
informadas al solicitante y/o consumidor financiero. No se
considera que constituya una razón objetiva que justifique la
denegación de acceso a los productos y servicios financieros
el mero hecho de pertenecer al sector minero.

Artículo 7°. Rechazo de la solicitud de bancarización. La
inadmisión o rechazo de la solicitud de bancarización por
parte  de  las  entidades  financieras  dará  al  interesado  el
derecho a que el Banco Agrario le facilite el servicio y el
acceso a los productos financieros. En tal virtud, el Banco
Agrario remitirá la información suministrada por el cliente
y/o peticionario a la Superintendencia Financiera de Colombia
y Superintendencia de Economía Solidaria, para determinar si
hubo mala fe, contumacia, malas prácticas en la prestación del
servicio  bancario,  o  conducta  irregular  encaminada  a  la
inaplicabilidad de lo que constituye el objeto de la presente
Ley. Todo lo anterior en concordancia con el Estatuto Orgánico
del Sistema Financiero.



CAPÍTULO III

De  las  operaciones  activas  de  crédito  y  pasivas  y  demás
servicios financieros

Artículo 8°. De las operaciones activas de crédito y pasivas y
demás servicios financieros. Las disposiciones contenidas en
la presente Ley regirán el acceso por parte de los sujetos
contemplados en el artículo 2° de esta ley a los servicios
financieros que presta el sistema financiero y asegurador y
demás entidades de productos y servicios financieros vigiladas
por la Superintendencia Financiera y/o por la Superintendencia
de Economía Solidaria, a través de los contratos mercantiles
reglamentados en los artículos 1036 al 1162, 1163 al 1169,
1226 al 1244 y 1382 al 1425 del Código de Comercio, y todas
aquellas  operaciones  activas  de  crédito  y  pasivas
reglamentadas en la Parte I, Título II y III, Parte II, Título
I, Capítulos 1, 2, 3, 4 y 5, Título II, Capítulos 1, 3 y 4,
Título  IV,  Capítulos  1,  2,  3  y  4  de  la  Circular  Básica
Jurídica número 029 de 2014 expedida por la Superintendencia
Financiera  de  Colombia,  y  demás  normas  legales  que  sean
aplicables  para  la  prestación  de  servicios  financieros
conforme a lo previsto en el Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero – Decreto Ley 663 de 1993 o las normas que lo
modifiquen, sustituyan o adicionen.

CAPÍTULO IV

Del análisis de riesgos del sector minero

Artículo 9°. Del análisis de riesgo del sector minero. Toda
persona natural o jurídica que presente interés en el sector
minero, podrá adelantar a instancias de la academia, a través
de  las  universidades,  de  los  grupos  de  investigación
científica, de los Centros de Desarrollo Tecnológico y Parques
Científicos,  Tecnológicos  y  de  Innovación,  proyectos  de
investigación  u  otra  clase  de  estudios  sobre  análisis  y
gestión  de  riesgos  en  el  sector  minero  especialmente  los



relacionados  con  lavado  de  activos  y  financiación  del
terrorismo y proliferación de armas de destrucción masiva,
para  que  se  puedan  establecer  mecanismos  de  prevención,
mitigación,  control,  entre  otros,  de  manera  tal  que  se
garantice  el  cumplimiento  de  esta  norma.  Los  resultados
obtenidos en los estudios, análisis y demás documentos de que
trata este artículo, podrán ser acogidos e implementados por
los beneficiarios de esta ley, con el fin de fortalecer la
prevención, mitigación y control de los riesgos propios del
sector minero.

CAPÍTULO V

De las obligaciones de la autoridad minera

Artículo 10. De las obligaciones de la autoridad minera. Para
la prestación de los productos y servicios financieros que
requieran la información del sector minero objeto de esta ley,
la  autoridad  minera,  en  el  marco  de  sus  competencias,
compendiará y pondrá a disposición del Sistema Financiero y
Asegurador  Nacional,  previa  solicitud  de  las  entidades
vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia y/o
por la Superintendencia de Economía Solidaria, la información
necesaria para la verificación de la identidad de los sujetos
beneficiarios de esta ley y demás información que se considere
pertinente,  incluyendo  la  jurídica,  técnica  o  financiera,
siempre que no esté sujeta a reserva legal. En cualquier caso,
para  el  otorgamiento  de  dicha  información  deberá  mediar
autorización previa y expresa por parte del titular de la
misma.

Parágrafo.  Para  el  caso  de  los  prestadores  de  servicios
especiales  descritos  en  el  artículo  2°  de  esta  Ley,  la
información  que  se  requiera  para  la  prestación  de  los
productos  y  servicios  financieros  será  responsabilidad  de
dichos prestadores.

CAPÍTULO VI



Disposiciones finales

Artículo 11. Régimen de transición. Los sujetos de que trata
el artículo 2° de la presente Ley que a la fecha de entrada en
vigencia de esta norma ya tengan implementado algún mecanismo
de transparencia en la información, cumplimiento regulatorio,
prevención de lavado de activos y financiación del terrorismo
y proliferación de armas de destrucción masiva y prácticas de
ética empresarial, deberán ser evaluados de manera objetiva
por parte de las entidades vigiladas por la Superintendencia
Financiera  de  Colombia  y/o  Superintendencia  de  Economía
Solidaria  para  acceder  a  los  productos  y  servicios
financieros. Siempre deberán ajustar sus procedimientos a la
reglamentación que para el efecto se expida conforme a los
términos de esta Ley.

Los sujetos de que trata el artículo 2° de la presente Ley que
a la fecha de entrada en vigencia de esta norma no tengan
implementados mecanismos de transparencia en la información,
cumplimiento regulatorio, prevención de lavado de activos y
financiación  del  terrorismo  y  proliferación  de  armas  de
destrucción masiva y prácticas de ética empresarial, y hasta
tanto  procedan  a  su  implementación  conforme  a  la
reglamentación que para el efecto se expida por parte del
Gobierno  nacional,  se  sujetarán  a  las  exigencias  legales
generales establecidas actualmente para la celebración de las
operaciones  activas  de  crédito  y  pasivas  de  que  trata  el
artículo  7°  de  esta  ley  con  el  sistema  financiero  y
asegurador, siempre y cuando se encuentren dando cumplimiento
a sus obligaciones conforme a la legislación vigente.

En los casos en que las entidades financieras niegan el acceso
a los productos financieros para la canalización de pagos a
los sujetos de que trata el artículo 2° de la presente Ley, o
no tengan acceso al sistema financiero, tendrán derecho al
reconocimiento  de  dichos  pagos  como  costos,  deducciones  o
impuestos  descontables,  según  corresponda  frente  a  las
autoridades  competentes,  acreditando  la  comunicación  de  la



entidad financiera que sustente la negativa para acceder a los
productos financieros y bancarios. Las entidades financieras
deberán expedir en un plazo máximo de 15 días la comunicación
que niega el acceso a estos productos.

Artículo  12.  Prohibiciones  y  sanciones.  Las  entidades
vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia y/o
por  la  Superintendencia  de  Economía  Solidaria,  no  podrán
establecer barreras de entrada a los sujetos de que trata el
artículo 2° de la presente Ley que demanden la prestación de
los productos y servicios financieros conforme a lo previsto,
siempre que se encuentren cumpliendo con las disposiciones acá
contenidas.  En  tal  sentido,  estas  entidades  financieras
deberán actuar en sus procedimientos sin discriminación alguna
y  prescindiendo  de  factores  subjetivos  y  excesivamente
gravosos e injustificados que excedan los límites y requisitos
fijados en esta Ley, y respetando los derechos fundamentales
del  usuario  que  puedan  verse  vulnerados  con  un  bloqueo
financiero injustificado.

La  Superintendencia  Financiera  y/o  la  Superintendencia  de
Economía Solidaria y los jueces de la República en el marco de
sus competencias, podrán imponer las sanciones administrativas
o judiciales conforme a las obligaciones establecidas en la
presente  Ley,  las  disposiciones  del  Estatuto  Orgánico  del
Sistema  Financiero  y  demás  normas  legales  aplicables,  lo
anterior, en caso de que las entidades Financieras no den
cumplimiento a lo establecido en esta Ley.

Artículo  13.  Incentivos.  Las  entidades  vigiladas  por  la
Superintendencia  Financiera  de  Colombia  y/o  por  la
Superintendencia de Economía Solidaria podrán otorgar créditos
hipotecarios,  créditos  de  libre  inversión  y  leasings
habitacionales,  con  tasas  de  interés  preferenciales  a  los
sujetos de que trata el artículo 2° de la presente Ley; así
mismo, podrán ofrecer cuentas de ahorro, cuentas corrientes,
tarjetas de crédito y diferentes servicios financieros con
beneficios especiales.



Parágrafo.  Los  incentivos  a  los  que  hace  referencia  el
presente artículo podrán ser respaldados por el Fondo Nacional
de Garantías (FNG).

Artículo 14. Garantías Bancarias. Con el objetivo de promover
la reconversión minera en proyectos de minería circular, verde
o cualquier otro que cumpla con los objetivos de desarrollo
sostenible en un proceso de explotación, industrialización o
reconversión  minera,  el  Estado,  a  través  de  Findeter,
Bancóldex o el Fondo Nacional de Garantías, podrá prestar o
emitir garantías bancarias, con el fin de fomentar el crédito
bancario tendiente a la ejecución de este tipo de proyectos;
estas entidades deberán revisar este tipo de proyectos con el
fin  de  determinar  su  elegibilidad  para  así  realizar  las
actividades del contrato financiero correspondiente ante las
entidades que lo requieran.

Nota,  artículo  14:  Ver  Ley  2250  de  2022,  artículo  8°,
parágrafo  6°.

Artículo 15. De la responsabilidad formativa con las Entidades
financieras. Será responsabilidad del Ministerio de Minas y
Energía  y  de  la  autoridad  minera,  en  coordinación  con  la
Superintendencia  de  Sociedades  y/o  la  Superintendencia
Financiera de Colombia y/o la Superintendencia de Economía
Solidaria desarrollar acciones de socialización, actualización
y retroalimentación de las temáticas propias de cada sector en
el marco de sus competencias, dirigidas y a petición de las
entidades del sistema financiero y asegurador, especialmente
en  los  temas  que  tengan  como  fin  el  cumplimiento  de  lo
dispuesto en esta norma, en todo caso, deberá existir mínimo
un espacio anualmente, donde se desarrollen las acciones de
que trata este artículo.

Artículo  16.  Informes  a  las  autoridades  de  control.  Las
entidades financieras y de economía solidaria deberán rendir
informes  trimestrales  a  la  Superintendencia  Financiera  de
Colombia y Superintendencia de Economía Solidaria, de cada una



de las solicitudes de productos y servicios financieros que
ante ellas hubieren presentado los sujetos enunciados en el
artículo 2° de la presente Ley, los cuales deberán señalar: El
número de solicitudes presentadas, las admitidas, rechazadas y
el trámite surtido a cada una de ellas.

Artículo  17.  Vigencia.  La  presente  Ley  entrará  a  regir  a
partir de su fecha de promulgación.

El Presidente del Honorable Senado de la República,

Juan Diego Gómez Jiménez.

El Secretario General del Honorable Senado de la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

La Presidenta de la Honorable Cámara de Representantes,

Jénnifer Kristín Arias Falla.

El  Secretario  General  de  la  Honorable  Cámara  de
Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2021.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

El Viceministro General del Ministerio de Hacienda y Crédito
Público, encargado de las funciones del despacho del Ministro
de Hacienda y Crédito Público,

Fernando Jiménez Rodríguez.

La Viceministra de Minas del Ministerio de Minas y Energía,
encargada de las funciones del despacho del Ministro de Minas



y Energía,

Sandra Rocío Sandoval Valderrama.

LEY 2176 DE 2021
LEY 2176 DE 2021

(diciembre 30)

D.O. 51.903, diciembre 30 de 2021

por la cual se establecen exenciones de impuestos de carácter
nacional y tributos aduaneros para la realización de la Copa
América Femenina 2022.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo  1°.  Reglamentado  por  el  Decreto  1035  de  2022.
Beneficios Tributarios. Con ocasión de la realización de la
Copa  América  Femenina  2022,  se  establecen  los  siguientes
beneficios tributarios:

Los  impuestos  sobre  la  renta  y  complementario  de1.
ganancias  ocasionales,  sobre  las  ventas  (IVA)  y  el
gravamen a los movimientos financieros (GMF) no serán
impuestos a la Confederación Sudamericana de Fútbol (en
adelante  Conmebol)  y/o  a  las  subsidiarias  de  la
Conmebol,  a  la  Delegación  de  la  Conmebol,  Equipos,
Funcionarios  de  Juego,  Asociaciones  Miembros,
Asociaciones  de  Miembros  Participantes  y  a  miembros,
Confederaciones invitadas, personal y empleados de estas
partes, con excepción de los jugadores.

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2022/10/26/ley-2176-de-2021/


La Conmebol y las subsidiarias de la Conmebol, Equipos,2.
Funcionarios de Juego, Confederaciones invitadas de la
Conmebol,  Asociaciones  Miembros,  Asociaciones  de
Miembros  Participantes,  no  constituyen  un
establecimiento  permanente  en  el  país,  ni  están  de
cualquier otra manera sujetos a los impuestos sobre la
renta y complementario de ganancias ocasionales, sobre
las  ventas  (IVA)  y  el  gravamen  a  los  movimientos
financieros  (GMF).
No habrá lugar a retención en la fuente a título del3.
impuesto sobre la renta y complementario de ganancias
ocasionales sobre los pagos o abonos en cuenta que se
efectúen a la Conmebol y/o a las subsidiarias de la
Conmebol y sobre pagos o abonos en cuenta que realice la
Conmebol y/o subsidiarias de la Conmebol a los sujetos
de  que  trata  este  artículo.  Tampoco  habrá  lugar  a
retención  a  título  del  gravamen  a  los  movimientos
financieros (GMF) sobre los pagos o abono en cuenta que
realice la Conmebol y/o subsidiarias de la Conmebol.
La Conmebol y/o las subsidiarias de la Conmebol, la4.
Delegación  de  la  Conmebol,  Equipos,  Funcionarios  de
Juego, Asociaciones Miembros, Asociaciones de Miembros
Participantes y a miembros, Confederaciones invitadas,
personal y empleados de estas partes, tienen el derecho
a la devolución total del valor del impuesto sobre las
ventas  (IVA)  en  productos  o  servicios  adquiridos
mediante  factura  electrónica  de  venta.

Parágrafo 1°. El Ministerio del Deporte o la dependencia que
este delegue expedirá un certificado que acredite la condición
de sujeto beneficiario de los beneficios tributarios de que
trata el presente artículo.

Parágrafo 2°. Los beneficios tributarios consagrados en el
presente artículo deberán corresponder a las operaciones o
transacciones  asociadas  al  desarrollo  de  la  Copa  América
Femenina 2022.



Nota, artículo 1º: Artículo desarrollado por el Decreto 1035
de 2022.

Artículo 2°. Beneficios para las importaciones. Con ocasión de
la realización de la Copa América Femenina 2022, se establecen
las siguientes exenciones de los tributos aduaneros para las
importaciones:

A. PERSONAS Y ENTIDADES BENEFICIARIAS:

Conmebol,  subsidiarias  de  la  Conmebol  y  todos  los1.
miembros de la Delegación de la Conmebol;
Funcionarios  de  las  Confederaciones  invitadas  de  la2.
Conmebol;
Todos  los  funcionarios  de  la  Asociación  de  Miembros3.
Participantes;
Funcionarios de los encuentros deportivos;4.
Los equipos (y miembros de la delegación de cada equipo,5.
incluyendo los médicos de los mismos);
Personal Comercial;6.
Titulares de licencias y sus funcionarios;7.
Programadora  Anfitriona,  Agencia  de  Derechos  de8.
radiodifusión, de difusión televisiva y personal de las
mismas;
Personal de los socios de comercialización minorista y9.
de artículos de la Conmebol, Proveedores de Alojamiento
de la Conmebol, socios de boletería de la Conmebol y
socios de Soluciones IT de la Conmebol;
Personal de los asesores designados de la Conmebol;10.
Personal  de  los  socios/proveedores  de  servicios  de11.
hospitalidad de la Conmebol;
Personal de los socios/proveedores de servicio web de la12.
Conmebol; y
Representante de los medios de comunicación.13.

B. MERCANCÍAS EXCLUIDAS (Lista no exhaustiva):

Equipo técnico y alimentos para los equipos;1.



Todo el equipo técnico (incluyendo equipos de grabación2.
y radiodifusión) de propiedad de la Conmebol, estaciones
transmisoras de radio y televisión, Agencias de Derechos
de  Radiodifusión,  de  difusión  televisiva  y  de  la
Programadora  Anfitriona;
Todo  el  equipo  técnico  (tales  como  cámaras  y3.
dispositivos  de  computación)  de  propiedad  de  los
representantes  de  los  medios  de  comunicación;
Equipos  médicos  y  suministros  (incluyendo  productos4.
farmacéuticos)  para  los  equipos  y  representantes  del
Comité Médico de la Conmebol;
Material  de  oficina  y  equipo  técnico  necesario  en5.
cualquier sede operativa y centros organizacionales de
todas  las  personas  y  entidades  beneficiarias  en  el
Literal  A  del  presente  artículo  (tales  como
fotocopiadoras,  computadores,  impresoras,  escáneres,
máquinas de fax y otros equipos de telecomunicación);
Equipo técnico, tales como bolas de fútbol y equipos,6.
necesario  para  la  Conmebol,  la  Asociación  y/o  los
equipos;
Material publicitario y promocional para la Competición7.
de  todas  las  personas  y  entidades  beneficiarias
previstas  en  el  literal  A  del  presente  artículo;
Materiales  para  la  implementación  operativa  de  los8.
contratos con filiales comerciales;
Material relacionado con la explotación de los derechos9.
asociados  a  la  competición  y  al·  desempeño  de  las
obligaciones atinentes a la competición de todas las
personas  y  entidades  beneficiarias  previstas  en  el
literal A del presente artículo;
Artículos  de  valor  en  especie,  tales  como,  sin10.
limitación,  vehículos  o  hardware  de  tecnología  de
información, a ser suministrados por cualquiera de las
subsidiarias  de  la  Conmebol  y/o  la  Asociación
Anfitriona;  y
Cualquier otro material requerido por las personas y11.
entidades beneficiarias previstas en el Literal A del



presente  artículo  para  la  organización,  montaje,
administración,  mercadeo,  implementación  de  derechos,
entre otros, en relación con la Competición.

Parágrafo. El Gobierno nacional, en desarrollo de la Ley Marco
1609 de 2013, establecerá los procedimientos que se requieran
para  facilitar  la  importación  y  la  reexportación  de  las
mercancías requeridas para la realización de la competencia.

Artículo  3°.  Exoneración  del  equipaje  del  viajero.  Se
encuentran exonerados del gravamen ad valórem, a que hace
referencia el Decreto Ley 1742 de 1991, el equipaje de los
viajeros procedentes del exterior que posean tiquetes válidos
para asistir a la competencia de la Copa América Femenina
2022.

Artículo  4°.  Reglamentado  por  el  Decreto  1035  de  2022.
Procedencia  de  los  beneficios.  El  Gobierno  nacional
reglamentará las condiciones y requisitos para la procedencia
de los beneficios contemplados en la presente Ley, tales como
términos,  plazos  y  condiciones  para  las  devoluciones  del
impuesto sobre las ventas (IVA), reintegros de retenciones y
autorretenciones en la fuente a título del impuesto sobre la
renta y complementario de ganancias ocasionales y a título del
gravamen a los movimientos financieros (GMF) que se hayan
efectuado a los beneficiarios de la presente Ley.

Los  aspectos  no  contemplados  se  regirán  por  las  normas
generales  contenidas  en  el  Estatuto  Tributario  y  por  las
normas que lo modifiquen o adicionen.

Nota, artículo 4º: Artículo desarrollado por el Decreto 1035
de 2022.

Artículo  5°.  Tributación  territorial.  Las  autoridades
departamentales  y  municipales  podrán  gestionar  ante  las
respectivas Asambleas y Concejos, la creación de beneficios
fiscales, respecto de los tributos del orden territorial, que
puedan causar los destinatarios de la presente Ley.



Artículo  6°.  Reglamentado  por  el  Decreto  1035  de  2022.
Aplicación temporal de la Ley. Los beneficios contemplados en
la  presente  Ley  se  aplicarán  a  los  hechos,  operaciones  o
transacciones que se realicen entre el día de su promulgación
y un mes después de la fecha en que se lleve a cabo la final
de la Copa América Femenina 2022.

Parágrafo. En caso de que se presente una situación de fuerza
mayor  o  caso  fortuito  o  cualquier  situación,  evento  o
circunstancia que impida el desarrollo de la Copa América
Femenina 2022, en la fecha inicialmente prevista, y que dicho
cambio de fecha implique una modificación n la denominación
del campeonato, las referencias de la Copa América Femenina
2022, contenidas en el título y los artículos 1°, 2°, 3° y 6°
de la presente Ley, se entenderán sustituidas por el nombre
que  se  le  asigne  al  referido  campeonato  debido  a  su
aplazamiento.

Nota, artículo 6º: Artículo desarrollado por el Decreto 1035
de 2022.

Artículo 7°. Informe. El Gobierno nacional rendirá informe a
las comisiones económicas conjuntas del Congreso, en los dos
primeros meses del inicio de la siguiente legislatura en que
se lleve a cabo el campeonato, sobre el impacto fiscal de la
presente Ley.

Artículo 8°. Vigencia. La presente ley rige a partir de la
fecha de su publicación.

El Presidente del Honorable Senado de la República,

Juan Diego Gómez Jiménez.

El Secretario General del Honorable Senado de la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

La Presidenta de la Honorable Cámara de Representantes,



Jénnifer Kristín Arias Falla.

El  Secretario  General  de  la  Honorable  Cámara  de
Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2021.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

El Viceministro General del Ministerio de Hacienda y Crédito
Público, encargado de las funciones del despacho del Ministro
de Hacienda y Crédito Público,

Fernando Jiménez Rodríguez

El Ministro del Deporte,

Guillermo Antonio Herrera Castaño.

LEY 2175 DE 2021
LEY 2175 DE 2021

(diciembre 30)

D.O. 51.903, diciembre 30 de 2021

por medio de la cual se declara zona de interés ambiental,
turístico, ecológico y pesquero al embalse del Guájaro en el
departamento del Atlántico, se reconoce su potencial pesquero
y se dictan otras disposiciones.

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2022/10/26/ley-2175-de-2021/


El Congreso de la República

DECRETA:

Artículo 1º. Declárese zona de interés ambiental, turístico,
ecológico y pesquero al Embalse del Guájaro ubicado entre los
municipios de Sabanalarga, Repelón, Manatí y Luruaco en el
departamento del Atlántico.

Artículo  2º.  Se  autoriza  al  Ministerio  de  Ambiente  y
Desarrollo Sostenible y a la Autoridad Ambiental competente
según  su  jurisdicción  para  que  incorpore  y  destine  los
recursos necesarios para el desarrollo de programas, planes
y/o  proyectos  de  inversión,  destinados  a  la  recuperación,
protección y conservación del ecosistema con que cuenta el
Embalse del Guájaro, así como la recuperación paisajística de
su  entorno,  la  conservación  de  la  flora  y  la  fauna  del
ecosistema.

Artículo 3º. Se autoriza al Ministerio de Comercio, Industria
y Turismo para que en virtud del artículo 4 de la Ley 2068 del
2020, modificatorio del Artículo 23 de la Ley 300 de 1996,
declare al Embalse del Guájaro como atractivo turístico de
utilidad pública e interés social, además lo incluya en el
inventario  turístico  del  país  e  impulse  dentro  de  sus
programas  de  desarrollo  e  infraestructura  de  ecoturismo,
agroturismo  y  acuaturismo,  los  proyectos  de  inversión  que
permitan  e  incentiven  el  desarrollo  turístico  y  comercial
sostenible del Embalse del Guájaro, así mismo, dentro del
marco  de  sus  competencias,  incluir  planes,  programas  y/o
proyectos,  que  puedan  aportar  al  fortalecimiento  de  los
aspectos ambientales, ecológicos y pesqueros del embalse.

Artículo  4º.  Se  autoriza  al  Ministerio  de  Agricultura  y
Desarrollo Rural para que promueva y ejecute planes, programas
y/o  proyectos  de  inversión  que  desarrollen  la  actividad
pesquera y acuícola de una manera sostenible, que a su vez
permita  la  organización  de  esta  actividad  garantizando  el



mantenimiento de los recursos pesqueros del embalse.

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural garantizará
en·el proceso de concertación de los planes, programas y/o
proyectos que beneficien y desarrollen la actividad pesquera
en el Embalse del Guájaro, la participación de la población
pesquera que de manera individual u organizada en asociaciones
y/o  cooperativas  realizan  esta  actividad  en  la  zona  de
influencia del embalse del Guájaro.

Artículo  5º.  El  Ministerio  de  Ambiente  y  Desarrollo
Sostenible, el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo y
el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, en el marco
de sus competencias, realizarán las acciones necesarias para
apoyar,  capacitar,  brindar  asesoría  y  acompañamiento  a  la
población y autoridades que promuevan y desarrollen Programas
ambientales, turísticos, ecológicos y pesqueros dentro de la
zona de influencia del Embalse del Guájaro.

Artículo 6º. Para contribuir al fomento del desarrollo de los
proyectos  ambientales,  turísticos,  ecológicos  y  pesqueros
dentro  del  Embalse  del  Guájaro,  se  autoriza  al  Gobierno
nacional  para  que  en  desarrollo  de  los  principios
constitucionales  de  coordinación,  concurrencia,
complementariedad  y  subsidiariedad  con  el  departamento  del
Atlántico y los municipios de Sabanalarga, Repelón, Manatí y
Luruaco, de conformidad con sus funciones constitucionales y
legales  incorporen  dentro  de  sus  presupuestos  las
apropiaciones  y  recursos  necesarios  para  fomentar  el
desarrollo de proyectos turísticos, ambientales, ecológicos y
pesqueros dentro del Embalse del Guájaro.

Parágrafo 1°. A partir de la sanción de la presente Ley y
conforme a lo establecido en los artículos 288, 334, 341 y 345
de la Constitución Política, las competencias establecidas en
el artículo 31 de la Ley 99 de 1993 y la Ley 715 de 2001 y sus
decretos reglamentarios, Decreto número 111 de 1996 y la Ley
819 de 2003, el Gobierno nacional, las autoridades ambientales



y los gobiernos territoriales quedan autorizados para impulsar
a  través  del  Sistema  Nacional  de  Cofinanciación  las
apropiaciones necesarias con el propósito de posibilitar el
desarrollo  y  la  ejecución  de  los  programas  de  desarrollo
ambiental, turístico, ecológico y pesquero para los propósitos
de la presente Ley.

Parágrafo  2°.  Las  autorizaciones  otorgadas  al  Gobierno
nacional en virtud de esta ley, se incorporarán de conformidad
con lo establecido en el presente artículo, en primer lugar,
reasignando  los  recursos  hoy  existentes  en  cada  órgano
ejecutor, sin que ello implique un aumento del presupuesto. En
segundo lugar, de acuerdo con las disponibilidades que se
produzcan en cada vigencia fiscal.

Artículo 7º. La presente Ley rige a partir de su sanción y
promulgación.

El Presidente del Honorable Senado de la República,

Juan Diego Gómez Jiménez.

El Secretario General del Honorable Senado de la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

La Presidenta de la Honorable Cámara de Representantes,

Jénnifer Kristín Arias Falla.

El  Secretario  General  de  la  Honorable  Cámara  de
Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2021.



IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

El Viceministro General del Ministerio de Hacienda y Crédito
Público, encargado de las funciones del despacho del Ministro
de Hacienda y Crédito Público,

Fernando Jiménez Rodríguez.

El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Rodolfo Zea Navarro.

El  Viceministro  de  Turismo  del  Ministerio  de  Comercio,
Industria y Turismo, encargado de las funciones del Despacho
de la Ministra de Comercio, Industria y Turismo,

Ricardo Galindo Bueno.

El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible,

Carlos Eduardo Correa Escaf.


